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La quiebra de los mitos. Independencia  
judicial y selección de los jueces   
 
Bergalli, Roberto   

Roberto Bergalli:  Investigador argentino. Doctor en Derecho por las Universida-
des de Buenos Aires y de Salamanca. Profesor titular del Departamento de Dere-
cho Penal y Ciencias Penales, Facultad de Derecho, Univ. de Barcelona. Autor de 
numerosos artículos y libros sobre Criminología, y cuestiones judiciales.

En el marco de la teoría de la separación de poderes, la 
independencia del Poder Judicial constituye más un mito que 
una realidad cuando se trata del contexto latinoamericano.  
Este fenómeno no es sólo visible en el nivel de las Cortes 
Supremas, sino también en los demás jueces federales y 
nacionales. La cuestión judicial latinoamericana posee dos 
aspectos centrales y de vital importancia: el grado de 
realidad de la independencia judicial y el mecanismo de 
selección y elección de los jueces. Algunas aristas del sistema 
judicial argentino resultan extremadamente representativas 
de los desafíos y problemas de la jurisdicción en América 
Latina.  

La rama jurisdiccional es seguramente el flanco más débil de los Estados latinoa-
mericanos. Diferentes aspectos vinculados a la denominada cuestión judicial hacen 
que la legitimación de las administraciones de justicia se haya hecho cada vez más 
difícil dentro de la forma que el Estado ha ido asumiendo en América Latina. 
 
Mientras el derecho y los discursos jurídicos se han mantenido dentro del marco 
de concepciones iusnaturalistas-tomistas o iuspositivistas, la idea de una adminis-
tración de justicia que aplica meramente el ordenamiento jurídico ha impedido que 
surgieran interrogantes o que se cuestionara el papel que la jurisdicción cumplía 
frente a regímenes de injusticia social. 
 
Jueces y culturas jurídicas 

En efecto, la cultura jurídica latinoamericana, con pocas fisuras, se ha mantenido 
unida a - o dependiente de - las tradiciones francesas o germanas que, hasta media-
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dos del siglo XX, han continuado en Europa la función legitimante de los ordena-
mientos jurídicos cumplida por la disciplina que los estudia. Esta ha sido una fun-
ción que, de modo más o menos cambiante, se ha llevado a cabo a través de sus 
propias conceptualizaciones; es decir, mediante las operaciones que ella ha realiza-
do sobre las normas y para justificar la inserción de las innovaciones legislativas en 
relación con todo el ordenamiento jurídico (v. para todos estos aspectos, De Giorgi 
1979). 
 
Mas, a fin de la década de 1970 se vuelve a poner en primer plano en Europa, como 
objeto privilegiado de reflexión, la antigua ambigüedad que siempre ha caracteri-
zado el papel del jurista a partir de la experiencia del derecho moderno. Ambigüe-
dad ésta en el sentido que el jurista se había colocado, por una parte, en la sociedad 
y en el equilibrio de los poderes institucionales como custodio de la legalidad posi-
tiva, o sea de la positividad del derecho y, por tanto, como portador de un conoci-
miento técnico en condiciones de garantizar que la solución de los problemas parti-
culares - del caso judicial concreto - pudiera ocurrir siempre sobre la base del pro-
cedimiento de subsunción del hecho concreto en la norma jurídica existente. 
 
He aquí, por tanto, una mayor ambigüedad pues el jurista aparecía también como 
garante de la legitimación del entero ordenamiento jurídico, o sea de la correspon-
dencia de las normas y de los preceptos jurídicos particulares con la racionalidad 
jurídica. Científico del derecho era entonces, en ese sentido legitimador, aquel por-
tador de un conocimiento capaz de mediar entre la positividad de la norma y la ra-
cionalidad jurídica intrínseca o inmanente a la misma estructura lógica de la no-
ción de norma, tarea para la cual se le preparaba específicamente (acerca de este 
orientado proceso de formación del jurista en las facultades de derecho hasta esa 
época, cfr. Wiethölter 1968). 
 
Es así entonces como se puede comprobar que la ambigüedad del jurista es la mis-
ma ambigüedad de la relación entre positividad y legitimidad que atraviesa toda la 
historia del pensamiento jurídico moderno y que está en la base de la tradicional 
distinción entre aquellos que se ocupan del problema de la justicia (¿qué cosa es 
derecho?) y de los que se ocupan de la aplicación o de la comprensión de las nor-
mas sancionadas por el legislador (cfr. Barcellona 1984, 9). 
 
Si desde los comienzos del presente siglo el tema en discusión giraba en torno a la 
interpretación del derecho, el cual confrontaba a quienes sostenían la cerrazón del 
sistema - y por tanto la deducción sobre líneas internas de los cánones hermenéuti-
cos - con aquellos que, en cambio, sostenían la validez del recurso a la tipología so-
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cial o a los datos extrajurídicos obtenibles en el análisis de la realidad social, en la 
actualidad el debate encara directamente la teoría de las fuentes, o sea el tema mis-
mo de las normas, de la noción de norma y de normatividad (una síntesis de este 
debate puede encontrarse en Baratta 1983). En consecuencia, hoy no es tanto la téc-
nica de determinación de los contenidos de las leyes y de las posibles referencias a 
datos extralegislativos lo que preocupa, sino es la idea misma de derecho lo que se 
pone como quid para la cultura jurídica europea de las dos últimas décadas. 
 
Este fenómeno ha sido particularmente evidente en algunos casos y especialmente 
en aquellos en que los propios juristas han teorizado explícitamente sobre la fun-
ción del juez como representante y garante de los intereses excluidos, de los intere-
ses débiles, de aquella parte de la sociedad que de algún modo sufre procesos de 
marginalización y respecto de la cual la jurisdicción puede y debe cumplir una la-
bor. Semejante labor ha tenido una relevancia especial en aquellos ámbitos cultura-
les en los cuales, por vigencia de explícitos principios constitucionales, ciertas co-
rrientes de la magistratura judicial, movidas por una sensibilidad democrática, han 
decidido profundizar tales principios y hacerlos eficaces mediante la actividad ju-
risdiccional aún contrariando los propios ordenamientos jurídicos que por varia-
das razones permanecen todavía enclaustrados en conceptos autoritarios sobre la 
sociedad civil, cuando no inmersos en una ideología fascista. 
 
Más allá de la argumentación jurídica que para propiciar la solución del caso indi-
vidual debe tender de cualquier manera a apoyarse sobre el dato normativo, aque-
llo que más llama la atención de ese tipo de reflexión es el tema explícito de la refe-
rencia a la representación social que se asume como base de la intervención juris-
diccional en el caso y haciendo empleo de forma amplia de aquellos principios 
constitucionales, orientada a obtener resultados de justicia respecto de franjas de la 
sociedad que sufren profundas desigualdades o que viven al margen de los gran-
des poderes u organizaciones de intereses. El problema de la suplencia que han de-
bido afrontar aquellas corrientes de la magistratura ha connotado particularmente 
la actividad jurisdiccional de la última década en países donde los poderes políti-
cos han abandonado la protección de los grupos sociales más desaventajados. El 
caso italiano, particularmente el de Magistratura Democrática (MD) y, últimamen-
te el es pañol con Jueces para la Democracia, aunque con menor incidencia social, 
han demostrado que, cuando los jueces se proponen una reformulación entre dere-
cho y política, a través de un análisis de la praxis jurídica entendida como descu-
brimiento de la politización de la magistratura, del papel del jurista y de los mis-
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mos contenidos normativos, no sólo es posible hacer un «uso alternativo del dere-
cho» sino que también puede influirse hasta en la propia epistemología jurídica 1. 
 
Lo dicho hasta ahora prueba sencillamente las posibilidades que surgen de una ac-
tividad jurisdiccional liberada de los compromisos a los que la constriñe el papel 
legitimador del ordenamiento jurídico atribuido al juez como técnico u operador 
dedicado estrictamente a la aplicación de las normas. 
 
La cuestión judicial latinoamericana 

Mas tales posibilidades dependen casi naturalmente de dos aspectos fundamenta-
les que configuran lo que con propiedad se denomina cuestión judicial. Tales as-
pectos están íntimamente relacionados a su vez entre sí. Uno, es el que atraviesa 
verticalmente toda esa cuestión judicial y es el fenómeno de la independencia judi-
cial y otro es el que alimenta esencialmente al primero, por lo que parece tener una 
naturaleza mucho más técnica, vinculado a la propia organización interna de la es-
tructura jurisdiccional pero, como todos los demás aspectos, es de esencia exquisi-
tamente política. Aludo aquí al problema de la selección de los jueces y magistra-
dos que componen los distintos niveles de la jurisdicción y que comparativamente 
está resuelto en las organizaciones judiciales según los modelos sobre los que éstas 
están tradicionalmente diseñadas (Pizzorusso 1987). 
 
Modelos de organización como el anglosajón y el italiano (en consecuencia de éste, 
también el español) tienen resueltos estos problemas de modo diferente. Mientras 
en el primero las técnicas de selección están más condicionadas por el poder políti-
co que en el segundo, en aquél la independencia se garantiza por la conciencia, di-
fundida en la sociedad, del alto valor que se les reconoce a los jueces y no por las 
garantías jurídicas del tipo de las que han sido introducidas, con una eficaz aplica-
ción en Italia (y también en España). En cambio, los modelos francés y soviético, 
que parecen ser mucho más dependientes de los poderes políticos en sus organiza-
ciones judiciales, exhiben mecánicas de selección diferentes aunque en la práctica 
ninguna de ellas garantiza la eficiencia de jueces y magistrados; en el primero, por 

1Hay una vasta literatura producida en Italia por la corriente Magistratura Democrática y en Espa-
ña, aunque en menor medida, por la Asociación «Jueces para la Democracia», junto a la Asociación 
Progresista de Fiscales. Ver, en todo caso, Atti del Congreso di Rimini, Crisi istituzionale e rinnova-
mento democratico della giustizia, Feltrinelli, Milán, 1975 o Atti del sesto Congresso nazionale, Po-
teri e Giurisdizione, Jovene editore, Nápoles, 1985; pero sobre todo, la colección de la revista Ques-
tione Giustizia, Franco Angeli, Milán, para poder conocer el nivel de compromiso y de debate a que 
ha llegado en Italia la cultura democrática de los jueces italianos. En España aunque obviamente 
con un menor desarrollo pero con un gran empeño, los jueces democráticos llevan adelante una lu-
cha semejante desde las páginas de Jueces para la Democracia (Información y Debate), Edisa, Ma-
drid.
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la injerencia que tienen las elevadas jerarquías judiciales en la preselección de los 
jueces (Picard 1987) y, en el segundo, por las directivas que aquéllas dan a los órga-
nos judiciales inferiores sobre la forma en que deben ejercer sus funciones (Smir-
nov 1978). 
 
Los dos aspectos a que he hecho mención van luego a unirse en un tema que, sobre 
todo en los dos modelos continentales europeos a los cuales he aludido - el francés 
y el italiano -, constituye un asunto central para el análisis de las organizaciones ju-
diciales contemporáneas. Me refiero al tan debatido gobierno de la administración 
de justicia y a sus explicitadas formas de auto o cogobierno. 
 
El mito de la independencia judicial 

En América Latina el debate sobre la cuestión judicial es hasta ahora de escasa rele-
vancia, habiendo quedado generalmente relegado al marco de relaciones entre el 
llamado Poder Judicial y los demás poderes del Estado y, en especial, el Ejecutivo. 
Esto quiere decir que el tratamiento de semejante cuestión ha sido tradicionalmen-
te emprendido por los especialistas en derecho constitucional. Con permanente re-
ferencia a Montesquieu, ellos han analizado los dos aspectos antes citados (inde-
pendencia judicial y selección de los jueces) mediante interpretaciones de la teoría 
de los tres poderes del Estado, sin haber descendido a la consideración de todos los 
otros elementos que han venido configurando la sociología de la justicia (cfr. Ber-
galli 1983; 1990), como aquel campo en el que una multiplicidad de disciplinas so-
ciales y de la conducta humana suministran sus aportes. Es evidente que para que 
esto ocurriera, ocultando o desviando la atención sobre fenómenos tan específicos 
que hacen a la organización interna de las estructuras judiciales o a las ideologías y 
al comportamiento de los jueces y magistrados que las componen, han primado 
obstáculos de carácter cultural, en particular de cultura política y jurídica. Por lo 
demás, en el ámbito de esa cultura política pocos especialistas se han caracterizado 
estudiando la función cumplida por el derecho en América Latina, en la configura-
ción de la forma-Estado; viceversa, tampoco los juristas - salvo contadas excepcio-
nes (como más adelante se verá) - han profundizado en las falencias que genera la 
consideración singular de sus discursos y de las instancias de aplicación del dere-
cho, apegados meramente al estudio interno de los ordenamientos jurídicos. El uso 
y las prácticas jurídicas alternativas del derecho que están surgiendo en América 
Latina no provienen de quienes reflexionan sobre él en la forma tradicional, sino 
de aquellos juristas - abogados - que han comprendido los reclamos de los movi-
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mientos sociales en la búsqueda de justicia social, por lo que dejan de acudir para 
la solución de sus conflictos al derecho y a los tribunales del Estado2. 
 
Ahora bien, será muy difícil hacer aquí un análisis pormenorizado acerca de cómo 
el fenómeno de la independencia judicial se manifiesta en todos los Estados latino-
americanos. Por otra parte, si dicho fenómeno se alimenta esencialmente con los 
mecanismos que se emplean para la selección de los jueces, la tarea sería aun más 
compleja pues estaría obligado a entrar en cada uno de los sistemas nacionales acti-
vos en los respectivos países y destinados a configurar sus diferentes cuerpos judi-
ciales. Pero estos no son los objetivos del presente trabajo. El análisis que aquí se 
pretende exponer más bien se orienta a rescatar las características generales que 
emergen de aquellos  aspectos  centrales  de  la  cuestión  judicial  latinoamericana, 
para luego extraer de ellas algunas conclusiones que permitan poner al descubierto 
las ideologías que guían las administraciones de justicia en el continente. 
 
Por consiguiente, en una visión panorámica, conviene tomar los sistemas de los 
tres países de los extremos y el centro continentales para recoger aquellas caracte-
rísticas que luego se verán esparcidas, con matizaciones, por las demás organiza-
ciones judiciales de la región. Argentina, México y Brasil constituyen ejemplos típi-
cos  de  organización  piramidal  de  sus  administraciones  de  justicia,  teniendo en 
cuenta que sus respectivas jurisdicciones de provincias o Estados confederados se 
configuran del mismo modo que las federales y éstas, a su vez, reproducen el mo-
delo anglo-norteamericano con una Corte Suprema en la cúspide de la pirámide a 
la cual se le requiere que en parte cumpla un papel que, por ejemplo en el modelo 
francés, se le atribuye al Ministerio de Justicia. 
 
La organización judicial se basa entonces sobre las Cortes Supremas y los constitu-
cionalistas han pensado siempre que la independencia de la magistratura depende 
esencialmente de la de los jueces (ministros) que integran esos altos tribunales. El 
sistema norteamericano de  designación  política  con  un cierto  control  (nombra-
miento por el Ejecutivo con acuerdo del Senado) está en vigor en los tres grandes 
países. Pero otro numeroso grupo de Estados ha preferido evitar cualquier inter-
vención del Ejecutivo y confía al Parlamento la elección de los jueces de la Corte 
Suprema, en la creencia que de este modo se alejan las interferencias de factores 
políticos. Si la República Dominicana, Bolivia, El Salvador, Ecuador, Guatemala, 
Uruguay y Venezuela han seguido ese tipo de sistema, tampoco han asegurado 

2Tal uso y prácticas alternativas del derecho tienen un interesante reflejo en la actividad de grupos 
de juristas orientados en tales fines. Un marco de expresión de tales manifestaciones se encuentra 
en el Instituto Latinoamericano de Servidos Legales Alternativos, con sede en Bogotá y en sus di-
versas publicaciones, siendo la más difundida El otro Derecho, editorial Temis, Bogotá.
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mejor que los otros la independencia judicial pues la inestabilidad institucional y la 
frecuencia de interrupciones a la legalidad constitucional como rasgo principal de 
todo el continente - salvo muy contadas excepciones - ha burlado la salvaguardia 
de toda independencia judicial. Por lo demás, si la cláusula de inamovilidad de los 
jueces es ciertamente la más importante de las garantías que se adoptan en su se-
lección y nombramiento, el hecho ya comprobado por Lambert en 1963 de que en-
tonces en catorce países regían sistemas de nombramiento temporal de los jueces 
de la Corte Suprema y en algunos el mandato era por cierto breve (a veces menor 
que el del Presidente de la República), revela que la independencia judicial en el 
cuadro de la teoría de la separación de los poderes es más un mito que una reali-
dad en América Latina. Pero, de todos modos y como además ese fenómeno no 
sólo se constata en el nivel de las Cortes Supremas, sino asimismo con los demás 
jueces federales y nacionales, conviene analizar algún caso concreto para hacer pa-
tente la carga ideológica con la que se sostiene ese mito en América Latina. El caso 
de la República Argentina es sin duda el más útil a tal fin, sin perjuicio de atender 
a otros también. 
 
Un ejemplo del mito 

La elección del caso argentino para poder analizar la realidad de los dos aspectos 
centrales a la cuestión judicial latinoamericana, como lo son los de la independen-
cia judicial y el de la selección de los jueces no obedece a un capricho. Existen moti-
vos para escogerlo; entre ellos aparecen no sólo las vicisitudes que han particular-
mente rodeado la estructura y la vida de la organización judicial argentina en rela-
ción con los avatares a que se han visto sometidas las instituciones políticas, sino 
que también deben destacarse algunos fenómenos como el protagonismo asumido 
por jueces y fiscales en tiempos recientes a raíz de sucesos de raíz política. Por últi-
mo, existe el más sencillo motivo personal de un mejor conocimiento de la cuestión 
sobre la cual me he explayado reiteradamente. 
 
La Constitución Nacional argentina (CN) y la llamada ley de «Organización de la 
Justicia Nacional» (dec./ley 1258/58, ratific. por ley 14.467 y posteriores modifica-
ciones) prevén un sistema bastante sencillo, por una parte, y eminentemente políti-
co, por la otra, para la selección (o elección) - reclutamiento, nombramiento, pro-
moción y remoción - de los jueces federales y nacionales que, en diversas composi-
ciones, integran los Juzgados de la. Instancia, los Tribunales o Cámaras colegiados 
de 2a. Instancia y hasta la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuando digo 
sencillo aludo obviamente a las condiciones requeridas para ser juez de la Corte 
Suprema y de los llamados «tribunales inferiores» (art. 97 CN y arts. 4, 5, 6 y 7 de la 
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Ley de Organización de la Justicia Nacional, OJN); mientras, cuando digo político, 
estoy únicamente recordando por ahora su origen, en tanto es el Poder Ejecutivo 
(PE)  y  complementariamente  el  Legislativo,  los  que permiten  el  nombramiento 
(art. 86, inc. 5 CN) y proceden a la remoción (arts. 45 y 51 CN) de los jueces que 
configuran el denominado Poder Judicial de la Nación. 
 
Es obvio que este sistema de elección de jueces federales y nacionales argentinos 
responde en un todo - al igual que en México y Brasil - a la primacía de los poderes 
políticos que constituyen el Estado argentino. Se ha pretendido, ciertamente, que la 
falta de legitimidad para ese Poder Judicial quedara en parte subsanada por esa 
privilegiada intervención del Ejecutivo y del Legislativo en el nombramiento y re-
moción de los jueces pues ellos sí, como lo prevé la CN, resultan elegidos - aunque 
de forma indirecta el Presidente y el vicepresidente de la Nación (arts. 81 y 85 CN) 
- por el voto popular (arts. 37 y 46 CN, para diputados y senadores). Pero, también 
es obvio que este sistema ha generado graves problemas de dependencia o de débil 
independencia de la jurisdicción, como trataré de demostrar. 
 
¿Poder del Estado? 

Existe en Argentina una larga tradición que ha procurado dar rango de auténtico 
Poder del Estado al Judicial, intentando ubicarlo en el mismo nivel de autonomía 
de la que gozan el Ejecutivo y el Legislativo. Aquí no haré ni siquiera una síntesis 
de tal tradición pues, por otra parte, ya la he hecho en otras partes (cfr. Bergalli 
1984a, 1984b, 1984c, 1984d). Y si bien mi resistencia a reconocerle al Judicial esa na-
turaleza arraiga en una de las dos grandes ópticas actuales que los teóricos del Es-
tado contemporáneo han construido para interpretar la antigua tesis del poder tri-
partito expuesta por Montesquieu, quizá ella pueda entenderse como un ex abrup-
to. Pero ocurre que dicha tesis, seguida por los teóricos del Estado liberal, también 
necesitó y ha sido interpretada desde dos grandes ópticas: la que, al tiempo que ve-
rifica la superación de los límites impuestos por la teoría de la división de poderes, 
a raíz de la presencia de nuevas dinámicas sociales, piensa que ya son necesarias 
nuevas articulaciones institucionales; y la que, a raíz de la pérdida de vigor de la 
separación de los poderes encuentra un nuevo sostén para el Estado en la llamada 
«soberanía popular», concepto éste que suministra una lógica unificadora para to-
das las expresiones de los poderes estatales, incluido el Judicial (cfr., por todos, Pi-
zorrusso 1982, 58 y ss.). 
 
Desde este último punto de vista se alega una substancial recomposición posible en 
la hipótesis de la unidad del comando popular y esta óptica es quizá la que permi-
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te interpretar muchas de las transformaciones por las que están pasando los cuer-
pos judiciales de los países post-industriales. No obstante, es muy importante re-
saltar aquí que, pese a toda esta dinámica que ha sacudido las rígidas concepciones 
en torno a la ubicación de la administración de justicia en el esquema institucional; 
que ha alterado la vieja imagen de los jueces por sobre la sociedad y que ha otorga-
do a éstos una nueva representación social en el cuadeo de los aparatos estatales, 
haciéndolos portadores de valores emergentes, la actividad jurisdiccional sigue en-
contrando sus mejores puntos de apoyo en el marco del Estado de derecho. 
 
No obstante lo dicho, sigo pensando que mi resistencia a reconocerle verdadera na-
turaleza de poder a la rama jurisdiccional del Estado argentino fuera del plano teó-
rico, se apoya sobre unos hechos (y aquí se constata la necesidad de observarlos se-
gún los instrumentos de esa parte de la sociología jurídica que se conoce como so-
ciología de la justicia) que creo suficientemente veraces como para confirmarla a 
través de la práctica real de la jurisdicción en Argentina y en otros países latinoa-
mericanos. 
 
Hechos 

Aludo, por una parte, a decisiones de la Corte Suprema de Justicia, pronunciadas 
en críticas oportunidades, mediante las cuales se prestó una legitimación a regíme-
nes de facto instaurados a través del empleo de la fuerza militar. Por otra parte re-
cuerdo decisiones del poder político que directamente avanzaron sobre el máximo 
tribunal argentino para obtener su adhesión. Y, por último, menciono verdaderas 
intervenciones de fuerza para «deshacerse» de jueces incómodos, como ocurrió en 
Colombia en noviembre de 1985, en el Palacio de Justicia de Bogotá. 
 
Así puede afirmarse que la jurisdicción confirmó la intervención golpista en la Re-
pública Argentina y no fue nada casual, en consecuencia, que luego de semejantes 
actitudes de la Corte Suprema de Justicia la propia forma Estado de derecho que-
dara más tarde como una mera expresión de deseos. 
 
El  máximo tribunal argentino había seguido una tradición de la  jurisprudencia 
norteamericana, conocida como doctrina de las Political Questions por la cual, se-
gún el clásico principio de la división de poderes - que se presenta como eje central 
del diseño constitucional norteamericano -, «las cuestiones políticas no están suje-
tas al conocimiento judicial». La naturaleza de semejantes cuestiones fue detenida-
mente examinada por los constitucionalistas argentinos y yo mismo me ocupé de 
ellas hace unos años (cfr. Bergalli 1984a cit, 64-74). 
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Lo que aquí importa destacar es la abstracción que semejante doctrina imponía a 
los tribunales de justicia para intervenir en situaciones de índole política. De tal 
modo, esto traducía particularmente para la Justicia federal y la Corte Suprema, 
dadas la estructura constitucional y la organización judicial argentinas una total 
prescindencia en las alternativas que eventualmente pudieran rodear el juego de 
los poderes políticos. No obstante, en 10 de septiembre de 1930 y en 5 de julio de 
1943 - ante los golpes de Estado producidos por los movimientos de días anteriores 
a esas fechas -, la Corte Suprema - con diferentes composiciones - adoptó sendas 
decisiones (expresadas mediante las respectivas «Acordadas») con las cuales atri-
buyó, por lo tanto en forma espontánea y sin requerimiento institucional alguno, 
una legitimidad a los gobiernos militares impuestos por aquellas asonadas castren-
ses que así habían destituido los que hasta entonces tenían toda la legalidad demo-
crática a su favor (presididos por Hipólito Yrigoyen y Ramón S. Castillo, respecti-
vamente), aun cuando pudiera imputárseles defectos en el ejercicio de sus funcio-
nes. 
 
Tales decisiones, más allá de su significado como cambio histórico en la posición 
de la Corte Suprema - cuya valoración se descuenta pero excede los límites de este 
análisis -, lo que hicieron fue desplazar a los magistrados de ámbito federal y na-
cional de su naturaleza de jure a otra de facto, pues al dejarse de lado la Constitu-
ción que exige otro tipo de legitimación para el Ejecutivo, ellos perdieron su legiti-
midad institucional (v. Pérez Ghilhou 1983, con bibliografía ilustrativa). Esto que 
ocurrió de la forma descripta en aquellas ocasiones, volvió a repetirse posterior-
mente, aunque con diferencias de hecho e institucionales, en las siguientes inte-
rrupciones de la legalidad constitucional de los años 1955, 1966 y 1976. Así fue que 
el reiterado reconocimiento posterior a los «golpes» de la «nueva» legalidad hecho 
por los jueces, sus nombramientos y promociones al margen del sistema previsto 
por la Constitución (art. 86, inc. 5° CN) y el desconocimiento total o parcial de ésta 
por los Poderes ejecutivos provisionales, en muchos de sus aspectos pero especial-
mente en el de las garantías individuales, pusieron a la administración de justicia 
argentina en las mismas condiciones de facto que todos los demás aparatos del Es-
tado. 
 
Una situación como la descripta por la que reiteradamente ha pasado la clase judi-
cial argentina en diferentes etapas, no fue esporádica ni casual. Comenzó en 1930 y 
se ha prolongado, con algunas breves intermitencias, por lo menos hasta 1983. Es 
verdad entonces que los vaivenes característicos del régimen político-institucional, 
a lo largo de cincuenta y tres años en los cuales una plena legalidad rigió en cortos 
períodos, colocaron a la clase judicial en situación de inestabilidad casi permanen-
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te. Con ello, la necesaria independencia para que la jurisdicción funcione como ver-
dadero poder del Estado argentino se vio aun más debilitada de lo que siempre lo 
fue en razón del propio esquema previsto para ella por la Constitución y por vir-
tud de la primacía que los poderes políticos poseen en el proceso de selección, 
nombramiento, promoción y remoción de los jueces. 
 
Por lo demás, mi resistencia a aceptar la tradición que otorga naturaleza de auténti-
co poder del Estado a la rama jurisdiccional se apoya en los propios comporta-
mientos que los magistrados han brindado, a veces corporativamente. En efecto, 
las muestras de sometimiento que ha dado el cuerpo judicial - dejando aquí obvia-
mente a salvo el caso de muchos jueces que, individualmente, dieron pruebas de 
autonomía de criterio en repetidas oportunidades, actuando con competencia e in-
tegridad frente al autoritarismo - sobre todo en periodos de facto, agravadas en el 
último tiempo de irracionalidad y barbarie entre 1975 y 1983, han revelado la esca-
sa independencia con que la jurisdicción actuaba en el país lo que, por su parte, ge-
neró un gran descreimiento ciudadano y su deslegitimación institucional. El reite-
rado ejemplo de los habeas corpus, presentados por millares y rechazados sin algu-
na o escasa investigación, durante los ocho años de agudo terrorismo estatal, cons-
tituye la prueba terminante de aquel sometimiento. Así lo enfatizó el propio Infor-
me de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP)3. 
 

3«Así fue que, el mismo día del golpe de Estado, se cambió la composición del Poder Judicial a nivel 
de la Corte Suprema, del Procurador General de la Nación y de los Tribunales Superiores de Pro-
vincia, al propio tiempo que se puso 'en comisión' a la totalidad de sus otros miembros. Todo Juez, 
para ser designado o confirmado, debió previamente jurar fidelidad a las Actas y Objetivos del 'Pro-
ceso' liderado por la Junta Militar. A partir de allí la actividad judicial adoptó un perfil harto singu-
lar. Señalada por la Ley Suprema de la Nación como amparo de los habitantes contra los desbordes 
autoritarios, cohonestó la usurpación del poder y posibilitó que un cúmulo de aberraciones jurídi-
cas adquirieran visos de legalidad. Salvo excepciones, homologó la aplicación discrecional de las fa-
cultades de arresto que dimanan del Estado de sitio, admitiendo la validez de informes secretos 
provenientes de los organismos de seguridad para justificar la detención de ciudadanos por tiempo 
indefinido. E, igualmente, le imprimió un trámite meramente formal al recurso de habeas corpus, 
tornándolo totalmente ineficaz. en orden a desalentar la política de desaparición forzada de perso-
nas. El poder Judicial, que debía erigirse en freno del absolutismo imperante, devino en los hechos 
en un simulacro de la función jurisdiccional para cobertura de su imagen externa. (...). Hubo, sin 
embargo, jueces que, dentro de las tremendas presiones sufridas por la situación reinante, cumplie-
ron su función con la dignidad y el decoro que se esperaba de ellos. Pero también es real que hubo 
quienes, teniendo el deber jurídico de proteger a las personas y a sus bienes, dejaron de hacerlo; 
quienes pudiendo limitar el abuso de las detenciones arbitrarias avalaron la aplicación de verdade-
ras penas sin juicio previo; y quienes, por fin, con su indiferencia, exhibieron una conducta cómpli-
ce con los secuestros y las desapariciones. La población llegó a presentir que era inútil recurrir al 
amparo judicial para preservar sus derechos esenciales. La situación creada alcanzó tal notoriedad y 
difusión en la comunidad internacional, que un tribunal suizo negó la extradición de cinco argenti-
nos, a pesar de cumplirse todos los demás requisitos del respectivo tratado, fundando su decisión 
en razones de inseguridad para la vida de los delincuentes que debían extraditarse» (v. CONADEP 
1984, 391-2); (énfasis nuestro).
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Por todo ello, dejan perplejo las afirmaciones emitidas por magistrados que,  en 
tiempos de democracia, olvidando sin duda su participación anterior en adminis-
traciones de justicia de facto aunque cumpliendo de forma relevante su función en 
el Estado de derecho, pueden ser interpretadas como coberturas de las tareas de-
sempeñadas por ellos mismos durante la dictadura. 
 
La selección «de hecho» 

Si se pudiera hacer un análisis estadístico de los nombramientos de magistrados ju-
diciales realizados en los períodos de facto de la historia institucional argentina, se-
guramente podría comprobarse el mayor número de ellas en relación con los efec-
tuados en las épocas en que la Constitución rigió de pleno. De tal modo, quedarían 
en evidencia las facilidades que el sistema de elección de jueces que rige en Argen-
tina ha dado para que los Ejecutivos provisionales intervinieran - entonces ya sí, 
sin la mínima participación del Senado (por las clausuras del Congreso en esas 
épocas) y, por ende, sin ningún control popular en la supuesta independencia que 
se atribuye al denominado Poder Judicial. Ello así, pues la facultad con que el art. 
86, inc. 22 CN inviste al Presidente de la Nación para llenar las vacantes de los em-
pleos que requieren el acuerdo del Senado y que ocurren durante su receso, por 
medio de nombramientos «en comisión» que expirarán al fin de la próxima Legis-
latura (la Constitución alude naturalmente a los recesos ordinarios y no a los im-
puestos por los regímenes de facto4), de la cual, como he dicho, los Ejecutivos pro-
visionales han hecho largo uso, no ha hecho más que ampliar la interinidad de un 
juez que queda a la espera que se produzca la recuperación del Estado de derecho 
para alcanzar la convalidación que llegará por medio de una nueva propuesta del 
Ejecutivo constitucional y el acuerdo senatorial. Pero, también y antes, esos nom-
bramientos «en comisión» lo que han hecho es favorecer el necesario «amiguísimo» 
o imprescindible confianza con los personeros del régimen de facto para que du-
rante la vigencia de éste el eventual candidato pudiera ser nombrado. 
 

4Muy recientemente se ha podido constatar en Argentina el empleo de este sistema para cubrir unas 
vacantes en la justicia federal y nacional, aunque ese procedimiento fue abiertamente repudiado 
por un buen sector de la propia clase judicial al haber dado el Poder Ejecutivo un uso instrumental 
y desprolijo de la facultad que le otorga la CN para designar a magistrados durante los recesos le-
gislativos ordinarios. En el caso de que se habla, que se conoce como el «decretazo», pese a la resis-
tencia de algunos tribunales colegiados que debían recibir el juramento de los 14 jueces propuestos 
mediante decreto del Ejecutivo encabezado por el doctor Carlos S. Menem, la Corte Suprema avaló 
ese procedimiento no obstante que las vacantes databan de fechas anteriores a la finalización del 
período ordinario de sesiones del Legislativo (v. «Los camaristas rechazaron a jueces nacidos del 
'decretazo'» y «La Corte y el decretazo», en Página/12 del 17 y 20/11/90, respectivamente, Buenos 
Aires).
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La historia judicial argentina, particularmente la de los últimos sesenta años, está 
cargada de las tensiones y de los apremios experimentados por quienes se conside-
raron aspirantes a jueces. Producidos los golpes de Estado, el juez debe buscar el 
«contacto» con la Secretaría de Justicia para alcanzar finalmente la promoción en la 
jerarquía jurisdiccional o para lograr no ser desplazado por un substituto también 
nombrado de facto,  Recuperada la vigencia de la Constitución, intenta hallar el 
amigo político del partido con peso que le asegure la propuesta del Ejecutivo y el 
posterior acuerdo del Senado a fin de mantener la estabilidad en el cargo o le pro-
cure el ansiado nombramiento. Semejantes ajetreos han dejado a la clase judicial ar-
gentina, en todo este tiempo, verdaderamente expuesta por una parte a las presio-
nes que pudieran venir del campo político o del militar y, por otra, obligada a for-
mar algunas de las distintas «familias» o aristocracias judiciales con influyentes co-
nexiones sobre aquellos estamentos;  pero,  de  una u otra forma, en condiciones 
muy precarias para que la jurisdicción pudiera mantener una cierta independencia. 
 
Avances del poder político sobre el judicial 

En materia de decisiones del poder político que han revelado un avance sobre la 
administración de justicia, al punto de dejar vulnerado el principio de la indepen-
dencia judicial, se recuerda siempre en Argentina la iniciativa del Ejecutivo encabe-
zada por el general Juan D. Perón de promover el juicio político (arts. 45 y 51 CN) a 
los integrantes de la Corte Suprema, después de haber asumido el gobierno me-
diante el triunfo en las elecciones de 1946. La integración de ese alto tribunal pro-
venía de la composición de sus cinco miembros llevada a cabo en períodos políti-
cos anteriores, lo cual podía hacer presumir que las decisiones que fuera a adoptar 
podrían ser contrarias al espíritu de los cambios que se proponía realizar el gobier-
no peronista. Pero, según se afirma, entre Perón y la Corte Suprema había ciertas 
«cuentas pendientes» pues la última había anulado algunos decretos del gobierno 
de facto, anterior a las elecciones, que también había integrado Perón, poniendo en 
tela la constitucionalidad de la Secretaría de Trabajo y Previsión que había estado a 
cargo de aquél. 
 
Indudablemente, el ejemplo más reciente que muestra actitudes políticas contrarias 
al principio de la independencia judicial estuvo constituido por la modificación del 
número de integrantes de la Corte Suprema de Justicia. El aumento de los compo-
nentes de este tribunal ha sido desde mucho un asunto que ha recibido diversas 
consideraciones; bajo otros gobiernos constitucionales se llevaron a cabo iniciativas 
en tal sentido, casi siempre fundadas en razones de mejor distribución de la tarea 
para lo cual siempre se pensaba en la división del tribunal en Salas con lo que, ne-
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cesariamente, debía elevarse el número de los jueces. Incluso durante el gobierno 
del doctor Alfonsín se propició una reforma con tal fin. 
 
Sin embargo, ha sido a comienzos del mandato del doctor Carlos S. Menem que 
una iniciativa semejante tuvo fuerte impulso. Habría que detallar numerosas alter-
nativas que precedieron la propuesta oficialista de la ley pertinente para proceder a 
tal reforma, mas quizá sea suficiente destacar que ante el proceso de privatización 
de variadas actividades económicas a cargo del Estado argentino y, sobre todo, 
ante la política de indultos para los responsables militares por las violaciones de 
derechos humanos que se había anunciado y se inició, era presumible que la Corte 
Suprema hubiera sido llamada a decidir en asuntos tan trascendentes. De hecho, en 
el período previo a la sanción de la ley que aumentaría el número de los jueces de 
la Corte de cinco a nueve, se produjo un sinnúmero de cuestionamientos públicos 
al comportamiento de algunos de los integrantes del tribunal, mientras el juez Jor-
ge Bacqué, que tan respetables votos había formulado en fallos donde se convali-
daba la obediencia debida como causa de inculpabilidad, optó por renunciar a su 
cargo. 
 
Aprobada la ley e integrada la Corte Suprema con aquellos jueces que completaban 
el número de nueve, rápidamente el tribunal dio muestras de complacencia frente 
a asuntos en los que el gobierno nacional necesitaba una convalidación jurispru-
dencial. Fue así que, con la nueva composición, la Corte Suprema adoptó una doc-
trina hasta el momento jamás asumida y que contraría no sólo una tradición por 
demás asentada, sino que además va contra la propia instauración del recurso ex-
traordinario (ley 48) mediante el cual es únicamente posible abrir la vía hacia el co-
nocimiento del alto tribunal, en un caso concreto. El denominado per saltum, apli-
cado por primera vez en la decisión acerca de las contrataciones por la venta de la 
compañía aérea estatal Aerolíneas Argentinas, marca el comienzo de una jurispru-
dencia que algunos ya tacharon de «adicta» por anticipado, durante la discusión 
del proyecto de ley de reforma de la Corte Suprema (v. discurso del senador Solari 
Yrigoyen en Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, 29.1X.1989), pues ella 
permite el avocamiento del tribunal a ciertos asuntos que el considera necesarios 
de su conocimiento directo. 
 
El caso de Colombia 

El caso extremo que aquí puede exponerse como demostración de los avances que 
el poder político ha realizado sobre la independencia judicial en América Latina, 
creo que es el producido en Colombia con motivo de la ocupación del Palacio de 
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Justicia, en Bogotá, por un grupo armado perteneciente a las que entonces eran 
fuerzas guerrilleras del Movimiento 19 de Julio (M 19). 
 
El proceso de desnaturalización de la administración de justicia que viene pade-
ciendo Colombia arraiga su origen en la instauración de un régimen político que 
ha sido considerado como uno de los factores decisivos en la prolongación de la 
violencia que ha vivido la sociedad colombiana, por lo menos desde la muerte de 
Jorge Eliécer Gaitán el 9 de abril de 1948. Posteriormente se han ido agregando 
otros factores extraños al mencionado pero que añadidos, en su conjunto, han pro-
ducido el cuadro tan deteriorado de convivencia civil que hoy se observa. 
 
No obstante, muy serios estudios sobre la extracción sociológica de los miembros 
de la clase judicial colombiana, de sus procesos de formación, de la imagen que la 
sociedad se ha configurado de ellos, del uso y abuso de la excepcionalidad penal y 
el Estado de sitio como modos de degradación del Estado de derecho, etc., han de-
mostrado la inferioridad en que la jurisdicción se encontraba cuando la Corte Su-
prema - presidida por el insigne jurista Alfonso Reyes Echandía - decidió empren-
der investigaciones acerca de las violaciones de derechos humanos atribuibles a las 
fuerzas militares (cfr. Bergalli 1986). Cuando el alto tribunal se encontraba estu-
diando estos graves asuntos, se produjo el asalto al Palacio de Justicia. La tremen-
da reacción desatada por las Fuerzas Armadas que prácticamente calcinó a un nú-
mero nunca determinado de ocupantes del edificio, también terminó con las vidas 
de veintidós jueces encabezados por el propio Reyes Echandía aunque éste hubiera 
reclamado al mismo Presidente de la República, Belisario Betancur, que diera or-
den de interrumpir el ataque militar; las palabras de aquél quedarán grabadas para 
la historia de las responsabilidades compartidas por el poder militar y el poder po-
lítico en América Latina, respecto de una mancillada independencia judicial. 
 
La (in)dependencia hacia el interior 

Lo que he venido exponiendo hasta ahora se relaciona con la llamada independen-
cia exterior a la propia estructura judicial y, en consecuencia, asimismo, con un sis-
tema de elección de los jueces que la integran que se instaura y actúa desde fuera 
de ella. Es decir que, desde instancias, instituciones y momentos ajenos al aparato 
judicial se producen los impulsos que tienden a su configuración. Pero es también 
en ellos donde anidan los elementos que a la postre generan su dependencia de 
otros ámbitos institucionales del Estado o de poderes fácticos y ajenos a los legiti-
mados constitucionalmente. 
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Sin embargo, existen unos aspectos internos a la organización judicial que merecen 
una consideración pues son los que, asimismo, provocan obstáculos para que el fe-
nómeno de la independencia también tenga una cara interior. Ellos se vinculan con 
la particular estructura piramidal que en general exhiben las administraciones de 
justicia latinoamericanas, pero que en la argentina tienen caracteres propios. 
 
Dentro del aparato judicial, los niveles de vigilancia sobre el comportamiento de 
sus integrantes y la adhesión de sus decisiones a la ideología jurídica dominante 
están aseguradas por el reparto de competencias sancionadoras otorgadas a las ins-
tancias superiores. Estas aparecen investidas de la necesaria capacidad sancionado-
ra para aplicar correcciones a los jueces «inferiores». La conservación de la discipli-
na está siempre en las manos de los tribunales de alzada que llegan a dictar incluso 
sus propios reglamentos, los cuales deben ser observados en el trámite de aplica-
ción de sanciones. 
  
Pero la forma más eficiente de controlar el comportamiento de los jueces y mante-
ner la adhesión ideológica se manifiesta en la fuerza que los tribunales superiores 
ejercen para revisar las sentencias que no reflejan tal adhesión. En Argentina esto 
se complementa con el empleo de los llamados fallos «plenarios», adoptados por 
los tribunales colegiados con el fin de uniformar la jurisprudencia. 
 
En la realidad, esta situación se ha convertido en una verdadera pérdida de la in-
dependencia de cada juez que, al imponérsele una manera de decidir, se encuentra 
limitado  por  esas  instancias  cuando  percibe  que  su  criterio  se  aparta  del 
«superior». De esta forma, el verdadero Poder Judicial que debería estar distribui-
do en la cabeza de cada miembro de la jurisdicción, se ha cristalizado en los dife-
rentes tribunales de rango más elevado o, finalmente, en la Corte Suprema de Justi-
cia a su vez aprisionada, como ya se ha visto, por los vaivenes de los regímenes de 
gobierno. 
 
En consecuencia, quiero destacar aquí el valor y el peso que tienen las llamadas 
sentencias  «plenarias»  o  simplemente  «plenarios»  emitidos  por las  Cámaras  de 
Apelaciones; sobre todo, cómo están prescriptas cuando, como se dijo, se dirigen a 
unificar la jurisprudencia de las distintas Salas que componen el tribunal o para 
evitar sentencias contradictorios de los Juzgados de la. Instancia como, asimismo, 
para fijar la interpretación de la ley aplicable a cada caso, siempre que la Cámara, o 
a iniciativa de cualquiera de sus Salas, entendiera que es conveniente. De la lectura 
de la propia norma que impone reglas de interpretación a los jueces y les somete a 
una decisión ajena a la fundamentación de sus criterios de decisión, puede extraer-
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se la conclusión de hasta qué punto está internamente limitada la independencia 
judicial en Argentina. En efecto, la mencionada OJN, en su art. 27, entiende que: 
«La interpretación de la ley aceptada en una sentencia plenaria es de aplicación 
obligatoria para la misma Cámara y para los jueces de primera instancia respecto 
de los cuales la Cámara que la pronuncie sea tribunal de alzada, sin perjuicio de 
que  los  jueces  de  primera  instancia  o  de  Cámara  dejen  a  salvo  su  opinión 
personal». 
 
Una concepción tan severa e inflexible de la interpretación del derecho - como se 
esbozó al comienzo de este trabajo - contrasta visiblemente con todas las propues-
tas modernas y democráticas formuladas que pretenden concebir al derecho y la 
jurisprudencia como instrumentos revulsivos con el fin de afianzar una práctica ju-
rídico-política específica la cual, en función de nuevos criterios, más apegados a la 
realidad,  tienda  a  la  solución  emancipadora  de  tensiones  y  contradicciones  en 
aquellas formaciones sociales que pasan por un período de profunda crisis. La ce-
losa uniformización de las decisiones de los tribunales que prescribe esta concep-
ción de la interpretación judicial del derecho - la cual, por cierto, proviene de la fi-
losofía iuspositivista - ha impedido en América Latina, pero como se ha visto espe-
cialmente en Argentina, que los jueces y en general los tribunales de justicia asu-
mieran la necesaria conciencia acerca de la función política del derecho, de su in-
terdependencia con las relaciones sociales, económicas y de su verdadera idonei-
dad como factor de cambio social (cfr. Novoa Monreal 1983, esp. 39-44). 
 
Organización judicial y cultura de los jueces 

A esta altura de la exposición debería parecer evidente que una tentativa de solu-
ción a los numerosos obstáculos que se oponen para que el principio de la indepen-
dencia judicial en América Latina deje de ser un mito, ha de pasar principalmente 
por dos reformas. Una, que evidentemente atañe a las formas de la organización 
judicial, a su reubicación en la estructura de los aparatos del Estado, a la desburo-
cratización y democratización interna de la propia pirámide jerárquica; y, otra, que 
se debe manifestar en la misma cultura de los jueces, en la cual debe comenzar a 
cambiar la propia auto-imagen que ellos generan de sí, al mismo tiempo que su in-
serción real en los problemas y conflictos que llegan a sus conocimientos les lleven 
a concebir el derecho que aplican como un instrumento de transformación social. 
 
La experiencia europea muestra que esas reformas fueron posibles o por lo menos 
se han podido intentar, a partir de la configuración de un sistema que ha dado en 
llamarse como de gobierno de la administración de justicia. Sobre tal tipo de siste-
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ma hay múltiples estudios y los he descripto al mismo tiempo de emitir una valo-
ración crítica sobre aquél, en la perspectiva de una eventual aplicación a las organi-
zaciones judiciales latinoamericanas (respecto de la experiencia de los gobiernos de 
la administración de justicia en Europa occidental, cf. por todos, Zanchetta 1987; 
respecto a América Latina y en particular a Argentina, cfr. Bergalli 1984a, 102-110; 
1991). 
 
Empero, para llegar a hacer realidad formas de auto o cogobierno de la justicia es 
imprescindible contar con que los propios integrantes de los cuerpos judiciales tie-
nen que llegar a realizar una toma de conciencia del papel que ellos mismos pue-
den cumplir en semejante transformación. La adopción de una identidad que los 
identifique con el ciudadano desprotegido que reclama su intervención para la so-
lución del conflicto que lo aflige, sólo puede alcanzarse si su compromiso llega a 
empeñarlo colectivamente con los demás compañeros que tienen una sensibilidad 
semejante. El nacimiento de un asociacionismo judicial que pretenda incidir como 
para participar en el logro de aquellas formas nuevas de organización de la admi-
nistración de justicia, únicamente se legitima si está desprovisto de todo afán cor-
porativo, pues en la medida en que una restructuración de los aparatos se adecúe a 
las demandas que la sociedad le formula es cuando más se justifica el compromiso 
de sus integrantes. 

Esa clase de asociacionismo judicial y las corrientes democráticas que han orienta-
do en Europa el movimiento colectivo de jueces y magistrados para librar batallas 
en el campo de las libertades civiles, constituyen un ejemplo en el cual deben ob-
servarse los colegas latinoamericanos. Es sabido que en muchos ámbitos ellos están 
más preocupados hasta por la propia salvaguardia; el riesgo físico y la misma pér-
dida de la vida son los peligros a que se ven expuestos muchos jueces latinoameri-
canos cuando se confrontan con la corrupción de los políticos, el desmedido lucro 
de los empresarios, la criminalidad organizada y el despiadado autoritarismo mili-
tar. Pero también otros se preocupan por no perder protagonismo y, con desprecio 
de los intereses sociales que les corresponde proteger, coquetean con el poder allí 
donde éste se manifieste. El cambio de imagen que esto supone va en desmedro de 
la representación social que los jueces deben asumir, sobre todo en aquellas socie-
dades en las cuales las creencias populares sobre el derecho y la justicia están muy 
deterioradas por los usos privilegiantes que de ambos se ha hecho o demasiado 
mediatizadas por los discursos demagógicos. 
 
La lucha por unas sociedades más justas, donde todos los derechos humanos estén 
protegidos comenzando por el derecho a la vida, y el logro de formas de gobierno 
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auténticamente democráticas, son aspiraciones con las cuales los jueces deben cola-
borar. Pero sólo pueden hacerlo si el instrumento jurídico que van a emplear se 
aplica desde una organización abierta al conocimiento de los ciudadanos. Una for-
ma de alcanzar esta meta es que en los órganos de gobierno para la administración 
de justicia que deben crearse en América Latina, debe contemplarse no sólo una 
adecuada representación de los propios jueces y magistrados, junto a la del Poder 
Legislativo,  sino que asimismo deberá tenerse en cuenta la necesidad que otras 
fuerzas sociales - como las universidades, los sindicatos de trabajadores y empresa-
rios - puedan hacer oír su voz aunque sea desde fuera de la composición institucio-
nal de tales órganos. De aquí salen los conceptos de auto o cogobierno que, por 
ahora, han tenido una incipiente aparición, con vida muy efímera o tan solo como 
propuestas a legislar (así fueron los casos que en Venezuela primero y luego en Co-
lombia no llegaron a alcanzar el nivel de funcionamiento, cfr. Chiossone 1980 y Ne-
moga Soto 1987, respectivamente). 
 
Por último, las reflexiones y propuestas que se acaban de emitir únicamente pue-
den discutirse si se aceptan los precedentes que han dado origen a todas ellas. Ta-
les precedentes se encuentran insertos en el desarrollo histórico de una cuestión ju-
dicial latinoamericana la cual, por sus especificidades propias a formaciones socia-
les dependientes en lo económico han hecho del derecho, de los discursos jurídicos 
y de sus organizaciones judiciales instrumentos idóneos para profundizar la domi-
nación y la hegemonía política (cfr. Bergalli 1990). Es hora, entonces, para que los 
jueces latinoamericanos asuman la carga de la transformación reclamada y dejen 
de ser transmisores de unas ideologías jurídicas y judiciales que la impiden. 
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